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SEGURIDAD SOCIAL / PENSIONES / INESCINDIBILIDAD DEL RÉGIMEN / PENSIÓN ANTICIPADA DE VEJEZ POR INVALIDEZ

INESCINDIBILIDAD  – Concepto.

… Establece el artículo 288 de la Ley 100 de 1993 que, a su vigencia el afiliado tiene derecho a que se le apliquen cualquier norma en ella contenida que estime favorable, ante el cotejo con lo dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de disposiciones de esta Ley.

Dicho, en otros términos, cuando se pretenda la aplicación de una norma, debe aplicarse en su totalidad sus disposiciones, sin que sea posible dividir o escindir los alcances de la misma con el objeto de concretar la situación que mejor le convenga al interesado.

PENSIÓN ANTICIPADA DE VEJEZ POR INVALIDEZ DEL AFILIADO – Marco normativo.

… El parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003 establece como requisitos para causar la pensión anticipada de vejez por invalidez que el afiliado i) padezca de una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que difiere del 50% de la pérdida de la capacidad laboral, como se ha explicado en diferentes sentencias en sede constitucional (T-007 de 2009, T-326 de 2015), ii) cumpla 55 años de edad sea hombre o mujer y iii) cotice 1.000 semanas de manera continua o discontinua al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100/93. 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente en la sentencia T-007 de 2009, ha enseñado en atención al principio del efecto útil de la norma que, cuando el parágrafo 4º ibídem exige un 50% o más para el ítem de deficiencia física, síquica o sensorial, en realidad se refiere al 25% o más para dicho componente, pues el mismo al ser calificado solo alcanzará un porcentaje máximo del 50%, de manera tal que la proporción mínima que se debe lograr para acceder a la pensión anticipada de vejez por invalidez corresponde a la mitad del máximo de tal componente.  
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Acta número 13 de 31-01-2025
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de surtir el grado jurisdiccional de consulta y el recurso de apelación contra la sentencia proferida el 18 de abril del 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por DPFA representada por Marisol Álzate contra Colpensiones.
ANTECEDENTES

1. Síntesis de la demanda y su contestación

DPFA representada por Marisol Álzate solicita que se declare que Colpensiones debe reconocer y pagar la pensión de vejez anticipada por invalidez a Hugo Fernando Foronda Sánchez (QPD) a partir del 10/12/2020 y se le reconozca a la parte actora como beneficiaria de la sustitución pensional causada por Hugo Fernando Foronda Sánchez a partir de la misma data. En consecuencia, se ordene a Colpensiones a pagar a favor de la actora, de forma vitalicia, la sustitución pensional y al retroactivo a partir de 10/12/2020 y hasta el 01/10/2022; también al pago de los intereses de mora y costas procesales.
Fundamentan sus aspiraciones en que i) el causante Hugo Fernando Foronda Sánchez fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 24/09/2021 con un 51.52% de PCL con fecha de estructuración del 10/12/2020; ii) este falleció el 10/12/2020; iii) realizó aportes a Colpensiones desde el 14/06/1989 hasta el 31/05/2010 para un total del 1.026 semanas; iv) por lo anterior, la menor accionante a través de su representante legal –madre- solicitó el 15/12/2021 a Colpensiones el reconocimiento de la pensión de vejez anticipada por invalidez post mortem y su sustitución pensional.
v) Colpensiones mediante Resolución SUB 52293 del 23/02/2022 negó la solicitud, para lo cual adujo que el causante no alcanzó los 55 años de edad; vi) decisión que fue apelada y confirmada mediante Resolución DPE 5974 del 20/05/2022; 
vii) La representante legal de la menor elevó acción de tutela contra Colpensiones para solicitar el reconocimiento de la prestación; viii) acción que salió avante en segunda instancia, donde el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda decidió tutelar transitoriamente el derecho fundamental invocado y, ordenó a Colpensiones a reconocer la pensión de sobrevivientes de forma temporal mientras se inicia el trámite ante la jurisdicción ordinaria laboral; ix) Colpensiones mediante Resolución SUB 268291 del 28/09/2022 en cumplimiento del fallo de tutela, reconoció a la actora de forma transitoria, la pensión de sobrevivientes a partir del 01/10/2022.
Colpensiones al contestar la demanda aceptó los hechos de la demanda y se opuso a todas las pretensiones incoadas, por cuanto el causante no acreditó los requisitos necesarios para causar el derecho pensional pretendido, en tanto, adquirió el status de discapacidad el 10/12/2020 data en la que solo contaba con 53 años de edad y la ley exige tener 55 años.
Presentó como medios de defensa “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “prescripción”, entre otras. 
2. Síntesis de la sentencia 
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira declaró que el causante Hugo Fernando Foronda Sánchez no es beneficiario de la prestación especial  de  vejez  anticipada  por  la  condición  de  deficiencia del parágrafo 4 del artículo 33  de  la  Ley 100 de 1993; empero, declaró que el causante sí dejó causada la pensión de sobrevivencia de conformidad con el parágrafo 1º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 en concordancia con el  artículo  33, parágrafo 4 de la misma normatividad; y por ello, declaró a la menor DPFA beneficiaria de tal prestación en calidad de hija del causante y le ordenó a Colpensiones a reconocerle y pagarle la prestación de sobrevivencia en cuantía de 1smlmv a partir del 10/12/2020 y hasta que cumpla los 18 años de edad o 25, siempre  y  cuando  acredite  su  condición  de  estudiante.
Así mismo, condenó a Colpensiones a pagarle el retroactivo pensional, en caso de no haberlos hecho; finalmente condenó en costas procesales a la demandada en un 50% de las causadas.
Como fundamento de dicha decisión la a quo determinó que el obitado no causó la pensión anticipada de vejez por invalidez, para lo cual explicó que, a pesar de haber cumplido con unos de los presupuestos normativos, en tanto se acreditó el 37.72% de la deficiencia, así como el de las semanas al contar con 1.026 septenarios; empero no ocurrió lo mismo con el requisito de la edad, en tanto aquel falleció el 10/12/2020 data en la que apenas contaba con 53 años de edad, de los 55 requeridos.
De la misma manera, al analizar si dejó causada la pensión de sobrevivientes bajo la norma del artículo 46 y 47 de la Ley 100/1993, encontró que en los últimos 3 años anteriores al fallecimiento (10/12/2020 – 10/12/2017) no contaba con cotización alguna, pues su última cotización al sistema lo fue en mayo de 2010, siendo así concluyó que tampoco la dejó causada.

Empero, argumentó que la norma tiene unas posibilidades especialísimas y excepcionales y bajo una interpretación de integración normativa, adujo que el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100/1993 posibilita acceder a una pensión de sobrevivientes cuando se hubiere cotizado el número mínimo de semanas requeridas en el RPM, siendo así, bajo una mirada proteccionista y de integración normativa determinó que las semanas requeridas eran las que se encontraban en el artículo 33 ibidem y que ese artículo estaba compuesto por unos parágrafos, siendo así, era posible aplicar el parágrafo 1 del artículo 46 de la misma norma respecto a las semanas requeridas por el parágrafo 4 del artículo 33 -1.000 semanas, que como ya había indicado, si las había cotizado el causante, así como el requisito del % de discapacidad. Reiteró que, ello era posible en tanto el parágrafo 1 del artículo 46 ninguna exclusión hace sobre las pensiones especiales o generales.
Por lo anterior, determinó que el causante sí dejó causada la pensión de sobrevivientes bajo el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100/1993, de la que es beneficiaria la accionante D.P.F.A., en su calidad de hija menor de edad, lo que se acreditó con el registro civil de nacimiento.

Por lo anterior, reconoció la prestación de sobrevivencia de forma definitiva desde el 10/12/2020 con mesadas pensionales de 1 SMLMV.

3. Recurso de apelación

Inconforme con la decisión Colpensiones presentó recurso de alzada para lo cual expuso que el afiliado fallecido no causó la pensión de vejez anticipada por invalidez al no contar con 55 años de edad, de igual forma que, tampoco cumplió con los requisitos para dejar causada la pensión de sobrevivencia bajo el artículo 46 de la ley 100/1993 al no contar con 50 semanas cotizadas dentro de los último 3 años anteriores a su muerte.

Agregó que, frente a la aplicación del parágrafo 1 ibidem, la norma exige haber cotizados unas semanas mínimas requeridas por el RPM para la data del fallecimiento, y como el óbito tuvo lugar en el mes de diciembre del 2020 para esa data se exigían 1.300 semanas, que el causante no alcanzó a cotizar, pues de su historia laboral se extrae que solo alcanzó 1.026 semanas, las cuales son insuficientes para alcanzar las mínimas requeridas.
De otro lado, reprochó la condena en costas procesales, en tanto el reconocimiento pensional se da por vía judicial y no convencional, pues de no es viable acceder a las pretensiones de la demanda, al no cumplir ninguno de los requisitos legales.

4. Del grado jurisdiccional de consulta

Por resultar adversa la decisión a Colpensiones se ordenó surtir el grado jurisdiccional de consulta a su favor, todo ello de conformidad con el artículo 69 del C.P.L. y de la S.S.
5. Alegatos de conclusión

Los presentados por las partes guardan relación con el tema a tratar en la presente providencia.

CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico

Visto el recuento anterior la Sala se formula los siguientes:

1.1. ¿Se vulnera el principio de inescindibilidad al reconocerse la pensión de sobrevivientes consagrada en el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100/1993 modificada por la Ley 797/2003 con base en el requisito de las semanas para causar la pensión especial de vejez por invalidez del parágrafo 4 del artículo 33 de la Ley 100/1993 modificada por la Ley 797/2003?

1.2. Si la respuesta al anterior interrogante fuere negativa ¿el causante acreditó los requisitos para causar la pensión de sobrevivientes de que trata el parágrafo 1 del artículo 46 Ley 100/1993 modificada por la Ley 797/2003?

2. Solución a los interrogantes planteados

2.1 Fundamento jurídico
2.1.1 Principio de Inescindibilidad o conglobamento
Establece el artículo 288 de la Ley 100 de 1993 que, a su vigencia el afiliado tiene derecho a que se le apliquen cualquier norma en ella contenida que estime favorable, ante el cotejo con lo dispuesto en leyes anteriores sobre la misma materia, siempre que se someta a la totalidad de disposiciones de esta Ley.
Dicho, en otros términos, cuando se pretenda la aplicación de una norma, debe aplicarse en su totalidad sus disposiciones, sin que sea posible dividir o escindir los alcances de la misma con el objeto de concretar la situación que mejor le convenga al interesado.
Y, en palabras de la Sala Laboral de la CSJ, “no es posible escindir, dividir o aplicar, en forma parcial, regímenes pensionales, tomando de ellos aquellas disposiciones que se estimen más favorables, porque esto sería crear una nueva norma para cada caso”
.
2.1.2 Pensión anticipada de vejez por invalidez  
  
El parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003 establece como requisitos para causar la pensión anticipada de vejez por invalidez que el afiliado i) padezca de una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que difiere del 50% de la pérdida de la capacidad laboral, como se ha explicado en diferentes sentencias en sede constitucional (T-007 de 2009, T-326 de 2015), ii) cumpla 55 años de edad sea hombre o mujer y iii) cotice 1.000 semanas de manera continua o discontinua al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100/93. 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente en la sentencia T-007 de 2009, ha enseñado en atención al principio del efecto útil de la norma que, cuando el parágrafo 4º ibídem exige un 50% o más para el ítem de deficiencia física, síquica o sensorial, en realidad se refiere al 25% o más para dicho componente, pues el mismo al ser calificado solo alcanzará un porcentaje máximo del 50%, de manera tal que la proporción mínima que se debe lograr para acceder a la pensión anticipada de vejez por invalidez corresponde a la mitad del máximo de tal componente.  
 
Interpretación constitucional de la norma en cita que la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL1037-2021 mantiene y comparte y para el efecto, transcribió un gran aparte de la decisión de tutela y finalizó bajo la siguiente conclusión: 
 
“Para la primera de las prestaciones mencionadas la deficiencia, discapacidad y minusvalía [pensión de invalidez] debe ser superior al 50% y, para la segunda de ellas [pensión especial de vejez por invalidez], sólo es observable el concepto de deficiencia que debe ser del 50%, calculado como se indicó en la sentencia T-007-2009”. 
 
Y es que revisado el Decreto 1507 de 2014 – manual único para la calificación de la pérdida de la capacidad laboral y ocupacional – en el artículo 3º se define el componente de “deficiencia”, así: 
 
Alteración en las funciones fisiológicas o en las estructuras corporales de una persona. Puede consistir en una pérdida, defecto, anomalía o cualquier otra desviación significativa respecto de la norma estadísticamente establecida. 
 
Luego, entiende por invalidez como: 
 
Es la pérdida de la capacidad laboral u ocupacional igual o superior al cincuenta por ciento (50%). 
 
Y finalmente, en el anexo técnico del citado decreto en el punto 3. “Principios de Ponderación” se definió que para efectos de la calificación de la PCL el porcentaje se distribuye de la siguiente manera: 
 
El rango de calificación oscila entre un mínimo de cero por ciento (0%) y un máximo de cien por ciento (100%), correspondiendo, cincuenta por ciento (50%) al Título Primero (Valoración de las deficiencias) y cincuenta por ciento (50%) al Título Segundo. 
 
En consecuencia, la calificación de la PCL corresponde al 100% pero este se distribuye en 2 componentes que valen, cada uno un 50%, de ahí que bajo el principio del efecto útil de la norma, resaltado por la Corte Constitucional, cuando el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 refiere el 50% del componente de la deficiencia, entonces realmente hace alusión al 25% de ese componente, pues de lo contrario sería exigirle al afiliado alcanzar el 100% para el componente de la deficiencia que es igual al 50% - máximo a alcanzar -. 
2.1.3 De la pensión de sobrevivientes 
La norma que rige el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes es aquella que se encuentre vigente al momento en que se presente el deceso del afiliado o pensionado – art. 16 del C.S.T.-, que para el presente asunto fue el 10/12/2020 (fl. 04, archivo 04 c. 1); por lo tanto, debemos remitirnos inicialmente al contenido de los artículos 46 y 47 de la Ley 100 de 1993, modificados por los artículos 12 y 13 de la Ley 797 de 2003.
Entonces, la pensión de sobrevivencia por afiliado fallecido se causa, a través del numeral 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que exige 50 semanas dentro de los tres años anteriores al fallecimiento y de no cumplir con esta regla general, entonces se podrá acudir al parágrafo 1º del artículo 46 de la Ley 100-93, modificado por la Ley 797-2003 que prescribe que los afiliados fallecidos dejan causada la pensión cuando hubieran cotizado el número de semanas mínimo requerido en el “régimen de prima” media “en tiempo anterior a su fallecimiento” para alcanzar la pensión de vejez, sin que hubiesen recibido indemnización sustitutiva o devolución de saldos, y sin que tuvieran que haber alcanzado la edad de pensión. 
2.2. Fundamento fáctico 
De manera liminar se advierte que la parte actora no presentó reparo frente a la negativa de no reconocérsele la pensión especial de vejez por invalidez al causante y luego la de sobreviviente, que fue la pretensión en este asunto; todo ello porque de manera extrapetita la jueza le reconoció la pensión de sobreviviente con apoyo en el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100/1993 modificada por el artículo 12 de la Ley 797/2003; punto que reprochó Colpensiones, también beneficiaria del grado jurisdiccional de consulta, por cuanto el causante no cotizó en toda su vida laboral las semanas exigidas para causar la pensión de vejez de acuerdo al artículo 33 ibidem –1.300-.
Bien. Revisado el expediente se tiene probado que la menor DPFA, demandante, nació el 10/06/2011 y es hija del señor Hugo Fernando Foronda Sánchez, según registro civil de nacimiento (fl. 15 ibidem), por lo que no admite discusión que es beneficiaria de la pensión de sobreviviente que llegare a dejar causada aquel
Ahora en cuanto al señor Hugo Fernando Foronda Sánchez se demostró que falleció el 10/12/2020 según su registro civil de defunción (fl. 4 del archivo 04, c1); fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 24/09/2021, data posterior al óbito, con una PCL de 51,52% de PCL, donde el compuesto por deficiencia es del 37,72% y fecha de estructuración del 10/12/2020, esto es la misma fecha en que falleció; dictamen que se realizó con base en su historia clínica, como se alude en la calificación pues no obra en el proceso, (fls. 6-8 ibidem).
Igualmente, que en vida cotizó a Colpensiones un total de 1.026,29 semanas entre el 14/06/1989 hasta el 31/05/2010, como da cuenta su historia laboral emitida por Colpensiones actualizada al 16/02/2023 (fls. 971 y ss. Del archivo 13, c1); de lo que se desprende que había dejado de cotizar hacía más de 10 años.
Frente al reconocimiento de la prestación por sobrevivientes, se tiene que inicialmente fue solicitada a Colpensiones el 15/12/2021 por la menor accionante a través de su madre, con fundamento en el parágrafo 4 del canon 33 de la Ley 100/1993 modificado por el artículo 9 de la Ley 797/2003-pensiòn post morten- y posterior sustitución pensional; entidad que negó el reconocimiento mediante Resolución SUB 52293 del 23/02/2022 en razón a que el causante no cotizó al menos 50 semanas dentro de los 3 años anteriores a su fallecimiento (fls. 19-28 del archivo 04, c1); decisión que fue recurrida y confirmada por Colpensiones en todas sus partes mediante acto administrativo DPE 5974 del 20/05/2022.
Sin embargo, en cumplimiento a decisión judicial, en trámite de tutela, donde se amparó transitoriamente el derecho de la menor a la pensión de sobreviviente, al considerar satisfechas las 1000 semanas requeridas en la pensión especial de vejez por invalidez del parágrafo 4 del artículo 33 de la Ley 100/1993 y parágrafo del artículo 46 de la misma norma con sus respectivas modificaciones (fls. 54 y ss archivo 04), Colpensiones a través de Resolución SUB 268291 del 28/09/2022 reconoció a la menor DPFA la pensión de sobrevivientes en cuantía de 1smlmv con inclusión en nómina desde octubre del 2022 (fls. 75-83 archivo 13); lo que da lugar a que esta instancia pueda definir si este derecho pensional subsiste.
Decisión constitucional transitoria que se basó en que el causante si bien no alcanzó a cumplir el requisito de los 55 años requeridos para la pensión especial de vejez por invalidez en ocasión a su fallecimiento, lo cierto es que, sí cumplió con los demás requisitos, nugatoria a la prestación que por solo el requisito de edad, para el juez de tutela, va en contravía del amparo constitucional al derecho a la seguridad social, y que en casos como la pensión sanción o pensiones convencionales, por la ausencia de requisito de edad la Corte Suprema de Justicia ya indicado que no es necesario, pues es solo un requisito de exigibilidad más no de causación 
De lo hasta aquí discurrido se tiene que, si bien el causante acreditó el requisito de las semanas -1.000 y de obtener un porcentaje superior al 25% de deficiencia física, lo cierto es que no alcanzó a cumplir con el requisito de la edad -55 años que exige la norma de la pensión especial de vejez por invalidez del parágrafo 4 del artículo 33 de la Ley 100/1993 modificada por la Ley 797/2003, lo anterior al ser su natalicio el 10/05/1967 (fl. 1 ibidem), lo que implica que a la fecha de su fallecimiento -10/12/2020- contaba con 53 años de edad; como acertadamente lo determinó la a quo al despachar desfavorablemente la pretensión del libelo genitor. 
Empero, la jueza de instancia analizó la pretensión de la pensión de sobrevivientes con base en el parágrafo 1 del artículo 46 ibidem, que habilita a los beneficiarios de los causantes a adquirir la prestación por sobrevivientes a pesar de que el fallecido no hubiere cotizados las 50 semanas dentro de los 3 años anteriores al fallecimiento (numeral 2 del artículo 46 ibidem) cuando hayan cotizado las semanas para adquirir la pensión de vejez, pues concluyó que la norma en mención no  especifica que solo se trate de la pensión de vejez del artículo 33 de la Ley 100/1993 con sus modificaciones, sino que podía abarcar cualquier pensión de vejez, incluyendo las especiales, ya que están contenidas en el mismo artículo 33 ibidem.
Siendo así, determinó que como el fallecido acreditó las 1.000 semanas requeridas para causar la pensión anticipada de vejez por invalidez del parágrafo 4 del artículo 33 ibidem y no alcanzó a acreditar la edad por la muerte que sobrevino, era posible considerar que se satisfizo los presupuestos del parágrafo 1 del artículo 46 ibidem.
Razonamiento que esta Sala no comparte en tanto, si bien el parágrafo 1 del artículo 46 ibidem solo contiene la palabra pensión de vejez, sin especificar alguna, lo cierto es que se concreta de la lectura completa de la norma, pues seguidamente advierte, como otro requisito, que no se puede haber tramitado o recibido la indemnización sustitutiva o la devolución de saldos; prestaciones que están contempladas únicamente para las pensiones de vejez ordinaria dentro del RPM y el RAIS respectivamente, ello por cuanto su espíritu es proteger a los afiliados, de ambos regímenes, que les acaeció el riesgo de la vejez alcanzando las semanas mínimas de cotización (arts. 37 y 66 Ley 100/1993).
Así, la indemnización sustitutiva contemplada en el artículo 37 de la Ley 100/1993 establece: “indemnización Sustitutiva de la Pensión de Vejez. Las personas que habiendo cumplido la edad para obtener la pensión de vejez no hayan cotizado el mínimo de semanas exigidas, y declaren su imposibilidad de continuar cotizando, tendrán derecho a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a un salario base de liquidación promedio semanal multiplicado por el número de semanas cotizadas; al resultado así obtenido se le aplica el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales haya cotizado el afiliado”.
Y por su parte el artículo 66 ibidem aduce que: “Devolución de Saldos. Quienes a las edades previstas en el artículo anterior no hayan cotizado el número mínimo de semanas exigidas, y no hayan acumulado el capital necesario para financiar una pensión por lo menos igual al salario mínimo, tendrán derecho a la devolución del capital acumulado en su cuenta de ahorro individual, incluidos los rendimientos financieros y el valor del bono pensional, si a éste hubiere lugar, o a continuar cotizando hasta alcanzar el derecho”.; lo que se traduce en que para causar la pensión de sobrevivientes bajo el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100/1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797/2003 cuando el afiliado perteneció al RAIS, en que hubiere alcanzado las 1.150 semanas para una GPM, así lo explicó la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL1312/2024 donde indicó:
“Pese a lo anteriormente dicho, el parágrafo 1° del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, contempla la opción de que en el evento que el afiliado no hubiera cotizado las semanas en los tres años anteriores a su muerte, se pueda analizar el caso conforme a la densidad de semanas exigidas en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida (CSJ SL338-2020). 
Y es aquí donde la Sala encuentra que el Tribunal sí incurrió en un yerro, toda vez que para determinar si los demandantes se podían beneficiar de esta norma jurídica, circunscribió su análisis únicamente a estudiar si el causante era o no beneficiario del régimen de transición, omitiendo que, aunque perdió tal prerrogativa al trasladarse al Régimen de Ahorro Individual en 1995, el artículo 65 de la Ley 100 de 1993, le daba la posibilidad de acceder a la garantía de pensión mínima (...)”.
Para concluir que:
“Por tanto, contrario a lo definido por el Tribunal, teniendo en cuenta lo antes señalado, el asegurado dejó causada la garantía de pensión mínima en favor de sus beneficiarios, en la medida que acreditó más de las 1150 semanas exigidas por el artículo 65 de la Ley 100 de 1993 y su muerte habilitó la edad.”
Sin que justifique la extensión de la pensión de sobreviviente, en las condiciones del parágrafo 1º del artículo 46 de la Ley 100-93, modificado por la Ley 797-2003, el hecho de que en el mismo artículo 33 de la Ley 100/1993 modificado por la Ley 797/2003- se consagren los requisitos de la pensión de vejez ordinaria y las de vejez especiales anticipada por invalidez o la especial por hijo invalido; pues se reitera, hay una exigencia más que no puede obviarse, como ya se mencionó atrás.
Por lo expuesto, no es acertado considerar que la referencia que hace el parágrafo a las semanas para alcanzar la pensión se refiera a las especiales, pues la edad en estas es requisito de causación no de exigibilidad, no como se expone en la decisión constitucional. 
Y es que el parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003 introdujo las subvenciones al sistema general de pensiones denominadas pensión anticipada de vejez por invalidez y pensión especial de vejez por hijo inválido, que se caracterizan por ser especialísimas, pues tienen como propósito salvaguardar a los sujetos de especial protección como son las personas en estado de discapacidad.

Así, el primer inciso del mencionado parágrafo refiere a la pensión anticipada de vejez por invalidez que requiere que el afiliado i) padezca de una deficiencia física, síquica o sensorial del 50% o más, que difiere del 50% de la pérdida de la capacidad laboral sin importar su origen, como se ha explicado en diferentes sentencias en sede constitucional
, ii) cumpla 55 años de edad sea hombre o mujer y iii) cotice 1.000 semanas de manera continua o discontinua al régimen de seguridad social establecido en la Ley 100/93.

Mientras que la ordinaria de vejez requiere 55 años si es mujer o 60 años si es hombre, más 1.000 semanas (Ley 100/93 original), o 57 años para la primera o 62 años para el segundo y un número de semanas que aumenta año a año hasta alcanzar 1.300 (Ley 797/03), que busca la protección de la ancianidad sin valorar situaciones anexas del afiliado y con requisitos más exigentes; en ese sentido se observa que tienen causas originarias diferentes y requisitos disímiles, y por ello es que no es de recibo pretender equipararlas a una misma pensión de vejez “genérica” donde se permita entender que, cuando en una norma se hable de pensión de vejez también se pueda entender que se refiere a cualquiera, pues como se dejó explicado no son la misma ni en su nombre, ni en sus requisitos y menos en sus causación respecto a lo que pretender proteger de acuerdo a su finalidad.
En palabras de Honorable Corte Suprema de Justicia en la Sentencia SL- SL1037-2021.
“La pensión anticipada o especial de vejez de que trata el parágrafo 4.° del artículo 9.° de la Ley 797 de 2003, tiene su razón de ser en que atiende las necesidades de cubrimiento en seguridad social de un segmento de población que, como se ha explicado, no satisface, en principio, los requisitos para las pensiones ordinarias del sistema general o, incluso, la otorgada por riesgos laborales.

Fue una innovación de la Ley 797 de 2003, sin que pueda entenderse que se trata de una suerte de prestación puente o un estadio intermedio entre la pensión de invalidez y la común de vejez, es sencillamente, una pensión de vejez anticipada por una particular condición de salud.”. (NEGRILLA PROPIO)
En este orden de ideas, se revocará la decisión de primer grado que reconoció la pensión de sobrevivientes a la menor DPFA, con apoyo en el parágrafo 1º del artículo 46 de la Ley 100-93, modificado por la Ley 797-2003, para en su lugar, declarará probada la excepción de imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal” y en consecuencia se absolverá a la demandada Colpensiones de todas las pretensiones formuladas en su contra.
Adicionalmente, al tenor del numeral 4 del artículo 365 del C.G.P. Hay lugar a condenar en costas a la parte actora en ambas instancias, lo que releva del estudio del otro punto de apelación de la demandada. 

CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se revocará la sentencia, salvo el ordinal primero que queda incólume por no ser objeto de apelación.
Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora al revocarse la decisión de primer grado de conformidad con el num. 4, art. 365 del C.G.P. -.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Segunda de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR los numerales del 2 al 10 de la sentencia proferida el 18 de abril del 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por DPFA representada por Marisol Álzate contra Colpensiones; para en su lugar declarar probada la excepción de “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal” y absolverla de todas las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO: DEJAR INCOLUME el numeral primero de la sentencia. 
TERCERO: Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora y a favor de Colpensiones. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
Salva voto

SALVAMENTO DE VOTO

Con el acostumbrado respeto por mis colegas y por las decisiones mayoritarias de la Sala, manifiesto mi inconformidad con el fallo de segunda instancia dictado dentro del proceso de la referencia, por las razones que paso a explicar: 

La sentencia mayoritaria indica que la aplicación del parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, reclama el cumplimiento de la densidad mínima de semanas que se exige para acceder a la pensión de vejez común o “genérica”, como se denomina en la sentencia de la cual tomo distancia, y llega a dicha conclusión, al suponer que la intención del legislador fue limitar su aplicación a esa pensión, como quiera que, en el mismo precepto normativo, se establece como requisito adicional que el afiliado no hubiere tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de saldos. 

Discrepo de tal interpretación, en tanto haber recibido o tramitado la indemnización o la devolución de saldos, no es el criterio determinante para establecer el tipo de pensión de vejez al que se refiere la legislación aplicable, sino una condición para el acceso de los beneficiarios al derecho en caso de que el afiliado no hubiera accedido a las prestaciones sucedáneas. 

Al respecto de la norma objeto de aplicación en la sentencia de instancia, la Corte Suprema de Justicia en la sentencia CSJ SL 2720-2019, precisó lo siguiente: 

“1. En lo que toca con la aplicación del parágrafo 1° del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que permite conceder la pensión de sobreviviente, aun cuando el afiliado no hubiere cotizado 50 semanas en los tres años anteriores al deceso, lo que ha requerido la jurisprudencia, es el cumplimiento del número de semanas mínimo del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 junto con las modificaciones de la Ley 797 de 2003 o, excepcionalmente, si cumple el régimen de transición, del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, sin hacer alusión al cumplimiento de la edad, que aquellas mismas normativas precisan para el reconocimiento de la pensión de vejez. 

Ahora, no desconoce la Corporación que, a la par con esa densidad, el parágrafo que se estudia, introduce un condicionamiento al reconocimiento prestacional, exigiendo que el afiliado fallecido no hubiere percibido la indemnización sustitutiva del artículo 37 de la Ley 100 de 1993 o la devolución de saldos del artículo 66 ibídem; empero, aquél requisito, debe ser entendido desde la naturaleza contributiva del sistema, pues busca garantizar que la prestación sea financiada con los aportes que efectuó el causante, más no, como lo plantea la acusación, que en el afiliado deban confluir, para el efecto que persigue la norma, es decir, conceder la pensión de sobreviviente, los requisitos para acceder a la indemnización sustitutiva o devolución de saldos, esto es, el cumplimiento de la edad pensional de los artículos 33 y 65 ibídem y que, a su vez, deba demostrar que consolidó la densidad suficiente para acceder a la pensión de vejez.” 

Se desprende de lo anterior: 1) que el derecho de los beneficiarios no se encuentra limitado a la pensión de vejez común o genérica, pues su aplicación, por ejemplo, también se ha extendido a los beneficiarios de los afiliado fallecidos que colmaban el requisito de densidad mínima de semanas como beneficiarios del régimen de transición de que trata el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 2) el condicionamiento de que el causante no hubiere percibido la indemnización sustitutiva o la devolución de saldos, debe ser entendido desde “la naturaleza contributiva del sistema, pues busca que la prestación sea financiada con los aportes que efectuó el causante”, 3) Entender el condicionamiento como un requisito, deviene en la exigencia del cumplimiento de la edad para acceder a las prestaciones sucedáneas, como quiera que este sí es un requisito para obtener la indemnización sustitutiva o la devolución de saldos, y, en consecuencia, 4) exigir el cumplimiento de la edad, aunado a la densidad de semanas de cotización conllevaría al reconocimiento de la prestación de sobrevivientes, no en aplicación del parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, sino en virtud del reconocimiento pensional por vejez póstumo, último aspecto que también fue advertido por la Corte en la misma sentencia, en los siguientes términos: 

“(…) en ese escenario, no sería aplicable el parágrafo 1° del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, en razón a que, en el evento en que el afiliado hubiere cumplido tanto la edad como la densidad mínima que se exige para la pensión de vejez con anterioridad a su fallecimiento, se estaría en presencia de un reconocimiento pensional por vejez póstumo y con causa en él, de una sustitución pensional, que no, como en el caso que regula la norma, de una pensión de sobreviviente con una densidad especial.” 

Así, no es necesario que el afiliado acredité la edad mínima de pensión, pues como se indica, lo que busca el parágrafo 1 del artículo en mención, es proteger a los afiliados que, alcanzando las semanas mínimas de cotización para acceder a la pensión de vejez, es decir que hicieron el aporte financiero necesario para acceder al derecho, pendían de un hecho futuro como lo es el cumplimiento de la edad. 

Una intelección distinta, como la expresada en la sentencia mayoritaria, conduce a una decisión jurisdiccional discriminatoria, debido a que afiliados con el mismo número de semanas pensionales, como es el caso de los afiliados beneficiarios del régimen de transición, sí dejarían causado en favor de sus beneficiarios, el derecho pensional, con base en la densidad de semanas de cotización y con independencia de la edad. 

Adicionalmente, si el fin de la norma es proteger a las personas con una discapacidad significativa, por el mismo medio debe propender por proteger a los beneficiarios del afiliado que con esfuerzo contribuyó al sistema pensional con un número importante de semanas, al punto que eran suficientes para que se hiciera acreedor del derecho pensional en favor propio, esperando el cumplimiento de la edad, que es el requisito que el parágrafo del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 omite a efectos del otorgamiento del derecho en favor de los beneficiarios, pues es evidente que es imposible su cumplimiento ante la muerte del causante. 

Inclusive, en la sentencia CSJ SL 1037-2021 que se cita en la ponencia mayoritaria, la Corte Suprema de Justicia no le otorga una categoría de menor derecho a la pensión de vejez anticipada por invalidez (contenida en parágrafo 4° del mismo artículo 33, modificado por la Ley 797 de 2003), pues conforme se expone en la dicha providencia esta no puede entenderse como una “prestación puente o un estadio intermedio entre la pensión de invalidez y la común de vejez, es sencillamente, una pensión de vejez anticipada por una particular condición de salud”, de ahí que, los beneficiarios de los afiliados que acreditaban en su haber 1.000 semanas y una deficiencia del 25%, como en este caso pueden acceder al derecho pensional sin el requisito de la edad omitido por el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100 de 1993. 

En conclusión, considero que, en aplicación del principio de in dubio pro operario, ha debido confirmarse la sensata decisión de la a-quo, en cuanto a que la pensión de sobrevivientes con los requisitos contenidos en el parágrafo 1 del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 no limita su espectro de protección a los afiliados que hubieren efectuado el número mínimo de semanas que se exige para acceder a la pensión de vejez común o “genérica” señalada en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, sino que se extiende a los afiliados que, acreditando el porcentaje de PCL que allí se indica, tuvieren al menos 1000 semanas cotizadas en cualquier tiempo, caso en el cual se debe concluir que dejaron causada la pensión de sobrevivientes en favor de su beneficiarios si fallecieron antes de arribar a la edad de 55 años. 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
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